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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído, el recurso de apelación interpuesto por el defensor del procesado JAVIER TORRES GÓMEZ contra el auto interlocutorio proferido mientras se realizaba la audiencia preparatoria el pasado catorce (14) de mayo del corriente año ante el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Apía (Rda), por medio del cual se negó la petición de nulidad alegada por dicho profesional, así como la extinción de la acción penal por indemnización integral dentro del proceso que según el rito de la Ley 600 de 2000 se adelanta por la conducta punible de Peculado Culposo.

2.- ANTECEDENTES 

El señor juez de la causa, antes de pronunciarse sobre el pedimento del nuevo defensor del acusado TORRES GÓMEZ, hizo un recuento de lo que ocasionó el adelantamiento de este proceso penal, el cual tuvo su génesis en la información puesta de presente a la Fiscalía el veinte (20) de diciembre de 2004 por parte de la Contraloría Departamental de Risaralda en relación con las irregularidades presentadas en las arcas municipales de Apía (Rda.).

Iniciada esa investigación y vinculados en debida forma los presuntos responsables, durante su indagatoria la señora KATIA LILIAM HINCAPIÉ MUÑETÓN aceptó haberse apoderado desde el año 2000 y durante varios años, de dineros públicos alterando algunos soportes para apropiarse del excedente que no era consignado en el documento que habría de enviarse a la tesorería. Posteriormente, el CTI explicó el procedimiento que se empleaba para el pesaje del ganado en el matadero y la liquidación posterior para el pago de impuestos, entre los cuales existía una diferencia entre lo que debía ingresar y lo que en efecto había entrado a la tesorería del Municipio de Apía (Rda.) 

La mencionada procesada aceptó cargos con fines de sentencia anticipada, en lo que hacía con la conducta punible de Peculado por apropiación entre los años 2000 a 2004 y se fijó la cuantía de lo apropiado en $40’330.894,34. En consecuencia, fue condenada por ese mismo juzgado mediante fallo del diez (10) de noviembre de 2005 a 63 meses y 22 días de prisión, inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por tiempo indeterminado, inhabilitación para el ejercicio de derechos políticos por el mismo lapso de la pena principal, multa por $40’330.894,34; y, la misma cantidad por concepto del pago de perjuicios a favor del Municipio de Apía (Rda.).

En lo que hace con el señor JAVIER TORRES GÓMEZ, se le reprocha el no haber realizado los controles pertinentes en su calidad de tesorero del municipio, para evitar el desfalco. En su caso, se calificó el mérito del sumario el veintisiete (27) de julio de 2006, por la conducta punible de Peculado Culposo, providencia que a su vez fue objeto de recurso de reposición y luego de apelación, resuelto por la Fiscalía Delegada ante los Tribunales Superiores de Pereira y Armenia, que la confirmó. En la determinación de segunda instancia, se tuvieron en cuenta las recomendaciones contenidas en el trabajo presentado por el Cuerpo Técnico de Investigaciones, para evitar la apropiación de los dineros echados de menos.

Durante el traslado contemplado en el artículo 400 del Código de Procedimiento Penal de 2000, el nuevo apoderado del acusado solicitó la declaratoria de nulidad de lo actuado por los siguientes conceptos: (i) no se había vinculado en debida forma al representante legal del Municipio de Apía (Rda.) a la actuación, tal como lo dispone el nomenclado 331, lo que constituye una violación de los derechos de defensa y contradicción del ente territorial; (ii) hace alusión a la prueba documental que reposa en el expediente -informe GADEF N. 720 del 26 de abril de 2006- afirmando que no se hizo investigación alguna en las dependencias de la entidad territorial y sin recurrir a ningún otro argumento el informe se limita a interpretar lo acaecido de forma subjetiva y sin conocimiento vasto de lo acontecido ni entendimiento de la situación realmente presentada, atreviéndose a lanzar acusaciones sin respaldo, sobre supuestas omisiones cometidas por el acusado, no soportadas más que en simples miramientos. Por demás, dicho dictamen no fue objeto de controversia por no haberse surtido el traslado respectivo; y (iii) considera una irregularidad sustancial el estarse adelantando esta investigación toda vez que se trata de una actuación que ya fue sancionada en el proceso que se adelantó por Peculado por apropiación, en la que hubo indemnización integral, razón por la cual no se puede dar un trámite diferente así se le dé otra denominación a la conducta punible como en este caso que se está acusando a su cliente por Peculado Culposo. Considere entonces, que ha operado el fenómeno de la cosa juzgada.

3.- PROVIDENCIA

Una vez sustentadas en la audiencia preparatoria las peticiones hechas por el profesional que vela por los intereses del acusado, el señor juez de la causa se pronunció de manera adversa, con fundamento en:

(i) En lo que hace con la nulidad pedida por la falta de vinculación del representante legal de la entidad supuestamente perjudicada, es decir, el Municipio de Apía (Rda.), estimó que si bien era cierto el artículo 331 de la Ley 600 de 2000 establecía la obligación de comunicar sobre la apertura de instrucción a la entidad perjudicada y a la Contraloría, en tratándose de delitos contra la administración pública; ello no era necesario en el presente evento porque ambas entidades tenían suficiente conocimiento del desarrollo de la actuación, especialmente porque la notitia criminis tuvo su origen en la misma Contraloría General de Risaralda, entidad que puso en conocimiento las irregularidades detectadas en la documentación que reposaba en la tesorería y matadero municipales. Pero además, pese a que la Fiscalía no había cumplido con su deber de comunicar sobre la apertura de la instrucción a la Alcaldía, allí eran conocedores de la actuación dado que se escuchó en indagatoria a su tesorero y a la auxiliar administrativa, persona que luego de someterse a la sentencia anticipada fue condenada por los hechos investigados.

De otro lado, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 1º del artículo 310, se había cumplido la finalidad a la que estaba obligada la Fiscalía en tanto las entidades mencionadas tenían pleno conocimiento de la presente actuación y por ende en ningún momento se había vulnerado su derecho de defensa y contradicción, máxime que según las voces del dispositivo 137 del C.P.P. aplicable a este caso, es posible constituirse parte civil en cualquier momento de la actuación penal. De todas maneras, esto  tampoco era óbice para que se enviara la comunicación a la Alcaldía Municipal de Apía (Rda.) informándole sobre la vigencia del proceso que se adelanta y así lo dispuso.

(ii) Referente a la nulidad por no haberse corrido traslado del dictamen elaborado por el Cuerpo Técnico de Investigaciones de la Fiscalía, adujo la regla 310 en cuyo numeral 5º establece que sólo puede decretarse la nulidad cuando no exista otro medio para subsanar la irregularidad sustancial. Así no se hubiera dado traslado del citado dictamen en la fase investigativa para permitir su controversia por parte de los demás sujetos procesales, como acertadamente lo pregonaba el abogado defensor, en la etapa del juicio y en especial en la audiencia que se desarrollaba era idóneo correr dicho traslado, para que este sujeto procesal pudiera expresar sus inquietudes en el sentido de que argumentara fundadamente si deseaba solicitar aclaración, ampliación o adición del mismo, traslado que de conformidad con el artículo 254 de la Ley 600 se hace por el término de tres días. Por tanto, si su solicitud es la objeción, el artículo siguiente enseñaba que podría proponerse hasta antes de que finalizara la audiencia pública, con los requisitos allí señalados.

Y, (iii) sobre la petición de nulidad por existir cosa juzgada al haberse sancionado la conducta y haberse presentado indemnización integral, tampoco fue argumento de recibo para el señor juez de conocimiento, dado que al señor JAVIER TORRES GÓMEZ no se le había juzgado en ningún momento por los hechos a los que se contraía esta actuación. El hecho de haberse encontrado culpable a otra persona no significa que no puedan existir otros copartícipes con comportamientos incluso disímiles pero que hacían parte de todo el andamiaje que presuntamente sirvió para la ejecución del ilícito. 

El dispositivo 19 de la ley en comento describe la cosa juzgada en el sentido de tratarse de persona cuya situación jurídica haya sido definida, que no será sometida a una nueva actuación por la misma conducta aunque a ésta se le dé una denominación jurídica distinta. Iteró entonces que el acusado jamás había sido juzgado por los hechos investigados cuya calificación jurídica había sido efectuada por la Fiscalía como Peculado Culposo al estimar que el servidor público omitió realizar los controles de rigor con el fin de evitar el desmedro del patrimonio económico del ente territorial, mientras que en el caso de la señora KATIA LILIAM HINCAPIÉ MUÑETÓN fue la persona que actuó, es decir, se apoderó de los dineros que pertenecían al municipio. Al ser ello así, era evidente que en ambas actuaciones ni por asomo se podía predicar la cosa juzgada, en especial, por tratarse de personas diferentes.

En relación con lo argumentado sobre la indemnización integral, le recordó al profesional que esa figura, según lo consagrado en el artículo 42 de la Ley 600 de 2000 en concordancia con el dispositivo 82 del Código Penal, no se puede aplicar para los delitos que afecten la administración pública y por tanto, no era posible tampoco proceder a la extinción de la acción como lo impetró el defensor.

Por último, señaló que las decisiones adoptadas en la instrucción no condicionaban ni obligaban al juez, quien tiene la obligación de valorar y analizar nuevamente todo el acervo probatorio existente y sobreviniente, para llegar a la determinación que considere más acertada, lo que permitía al petente controvertir en la etapa del juicio los argumentos en los que la Fiscalía fundó su decisión de formular acusación en contra de su defendido.    

4.- RECURSO

Interpuesto el recurso vertical en la misma audiencia preparatoria, fue sustentado por el abogado defensor en los siguientes términos:

(i) Considera que la Administración Municipal varía en sujetos de manera constante y la norma al prever esa circunstancia dispone su vinculación a través de su representante legal, quien a su vez dispone el profesional que debe asumir la defensa o dar respuesta a la comunicación o traslado que se le haga en los términos de la norma. 

En su sentir, los requisitos formales de ley incorporados en una norma no se pueden cumplir de manera informal por alcance o interpretación del aplicador judicial y, por ende, las notificaciones o comunicados no se pueden suplir por alcances diferentes a los impuestos por ley y mucho menos de manera informal.

(ii) Sobre la cosa juzgada refiere que por parte de la Contraloría se solicitó la iniciación de un proceso en contra de varios sujetos por una misma conducta de hurto continuado -sic- y en esos términos es que se alega que ya hubo sentencia condenatoria por dicho hecho ilícito en la que incluso hubo condena por la totalidad de los perjuicios, sin que por lo tanto exista en la actualidad un detrimento o daño en contra de la Administración que deba ser asumido por su representado, a quien no se le acusa como determinador de la conducta y sin que la acción penal tenga el carácter de disciplinaria en donde sí se abren distintas posibilidades por omisión o por acción. 

Pone de presente que hubo sentencia por un daño integral que representa la ausencia de un daño actual que se le pueda imputar a su representado, mediante la condena en firme impuesta a la persona que reconoció el hecho dañino para la administración.

Y, finalmente (iii) respecto de la parte probatoria, sostiene que resulta imperativa por cuanto permitió la culminación de un trámite del cual no puede volverse atrás y el cual estuvo fundado en esa prueba ilegalmente surtida y que precisamente fue base para el proceso en el cual se encuentra vinculado su cliente. 

5.- Para resolver, SE CONSIDERA
El Tribunal es competente para desatar el recurso interpuesto dentro de término oportuno por una parte con interés legítimo para ello y debidamente concedido en la instancia, de conformidad con lo establecido en el dispositivo 76.1 de la Ley 600 de 2000 que señala la facultad de esta Sala de Decisión Penal para definir los recursos de apelación interpuestos en los procesos que en primera instancia conocen los Jueces Penales del Circuito.

En aras de dar adecuada respuesta a los planteamientos que hace el defensor del acusado para pedir la nulidad del proceso adelantado, debe decirse desde ya y de cara a los argumentos por él esbozados, que el instituto de las nulidades está caracterizado por ser un instrumento subsidiario de corrección procesal al que por sus repercusiones solamente es dable acudir cuando no se dispone de otro mecanismo menos drástico para reencauzar la actuación surtida. Igualmente, su decreto debe obedecer a los principios de necesariedad y trascendencia, pues hoy por hoy no es factible su declaración simplemente por detectarse un error in procedendo; se requiere además que sea indispensable para subsanar un defecto sustantivo que una vez corregido pueda hacer variar el rumbo que se le ha dado a la actuación. 

Sobre el tema, esta misma Sala de Decisión ha sostenido con soporte en la doctrina y la jurisprudencia nacional:

“Igualmente se han eliminado como motivos de invalidación aquellos que se apoyan en el mero interés de la ley. Debe abandonarse el sentido de la nulidad por la nulidad, porque las actuaciones defectuosas -Carnelutti-, no siempre encuentran remedio en su anulación, por el contrario, su invalidación podría tener consecuencias más negativas para la realización de la justicia y del derecho material.

Se distinguen para ese efecto los vicios de estructura, cuando afectan las bases propias del juicio, y de garantía, cuando afectan prerrogativas o derechos fundamentales de las partes.

Cuando el vicio es de garantía, se hace obligatorio precisar la trascendencia en dos de sus especificidades: una, señalar exactamente qué daño o perjuicio se le ha causado con la supuesta irregularidad de fondo, y dos, qué beneficio o ventaja obtendría con la anulación. Dentro de ellos y como consecuencia del principio preclusivo ya anunciado, se presenta el fenómeno del saneamiento, el cual opera cuando la parte interesada no propone la nulidad de lo actuado dentro del momento oportuno. Dicho de otra forma, su silencio convalida la irregularidad.

Es claro, contrario sensu, que si la irregularidad que se anuncia converge hacia un defecto estructural y no simplemente de garantía, debe dársele procedencia a la petición, independientemente del momento procesal en el que se presentó; empero, aún en este caso, se debe dar cabida a otro principio: el de transcendencia.

Para esto último, se debe mirar no sólo la falla en si, sino la relación causal entre ella y el resultado final desfavorable a la parte que la alega. Corresponde hacer una abstracción mental para determinar si en el caso hipotético de nulitar la actuación, el resultado obtenido de la sentencia condenatoria probablemente podría variar. Lo importante a considerar es por tanto la posibilidad de un cambio de rumbo en los resultados del proceso, pues de nada sirve declarar una nulidad cuando dentro de una sana ponderación la decisión final seguiría siendo igual…”
 (negrillas para resaltar)
Con ese marco teórico emprendemos el análisis de los planteamientos defensivos, a cuyo efecto se dirá:

(i) No tiene presentación que una parte antagónica a la Administración Municipal de Apía (Rda.) se irrogue la atribución de abogar por sus intereses para pedir la anulación de lo actuado, dado que por naturaleza son diametralmente opuestos. Precisamente el ente territorial figura como presunto perjudicado con el injusto penal que se le atribuye al señor JAVIER TORRES GÓMEZ, de quien se dice omitió ejercer las labores propias tendientes a evitar el deterioro en las arcas de ese municipio.

Esa labor altruista está reservada a la misma Administración perjudicada, al representante del Ministerio Público, o incluso a la Fiscalía, aunque por parte de ésta última una petición anulatoria implicaría reconocer su propia negligencia en cuanto la crítica arropa una omisión de su parte al no comunicar la iniciación de esta acción penal como era su deber.

Al margen de lo anterior, es verdad lo que afirma el togado en cuanto para el momento en que se adoptó la decisión apelada no se había producido la comunicación oficial con destino a la Alcaldía Municipal de Apía (Rda.), lo que solamente vino a ocurrir luego de celebrada la audiencia preparatoria donde se ventiló el vicio detectado, y que de ninguna manera el vicio dejaba de configurarse por ser de público conocimiento la iniciación de la investigación penal y el haberse vinculado a ella a algunos de sus funcionarios. Es así, porque la orden contenida en la codificación procesal solamente se cumple en el momento en que se pone de presente por medio de un comunicado directo la existencia del proceso y se brinda la oportunidad para que el ente público afectado intervenga en pos de la defensa de sus intereses.  

Significa lo anterior, que se le debe reconocer al togado su afán de lograr la depuración del trámite, pero no es posible aceptar que a nombre de la Administración Municipal ejerza actos que sólo a ella competen o a quienes tienen interés legítimo para solicitar una tal corrección. Sobre el particular, ya se había pronunciado la jurisprudencia nacional, cuando sostuvo:

“3. El mencionado artículo 36 de la Ley 190 de 1995 propendía por garantizar el restablecimiento del derecho conculcado a las personas jurídicas de derecho público con la comisión de delitos contra la administración pública, de ahí que le impusiera a aquellas la obligación de constituirse en parte civil con miras a procurar la reparación del perjuicio causado; y para efectivizar tal exigencia, paralelamente le señaló al funcionario judicial el deber de comunicar la apertura de la instrucción al representante legal de la entidad de que se tratara. Así las cosas, ante esta específica finalidad colegida para tal acto de enteramiento, su omisión no tiene ninguna incidencia respecto del procesado…Por las razones consignadas, la censura de nulidad se desestima.”
   

Ahora bien, en consonancia con lo previamente vertido, debe examinarse si el hecho de no haberse vinculado en debida forma al ente territorial, tiene la trascendencia necesaria para hacer retrotraer la actuación hasta etapas ya superadas. 

En esa dirección la respuesta tiene que ser negativa, porque tal como están las cosas, en lo que va corrido del proceso ninguna mengua se le ha inferido a su causa y, por el contrario, pese a la omisión detectada y en buena hora corregida, el averiguatorio siguió su curso al punto que se profirió resolución de acusación y se encuentra ad portas de ser definido mediante la sentencia que habrá de dictarse, la que, de ser adversa a los intereses del ente territorial, podrá ser recurrida de conformidad con la precisa facultad que para ello le confiere el artículo 186
 del Código Procesal Penal de 2000. 

Pero aún más, cabe recordar que efectivamente luego de la declaratoria de inexequibilidad parcial que se hizo sobre el dispositivo 47 ibídem, mediante sentencia C-228 de 2002, la demanda de constitución de parte civil podrá ser presentada en cualquier momento de la actuación, entendiéndose eso sí, antes de proferirse la sentencia de primera instancia y a fe que todavía se cuenta con la oportunidad legal para que ello acontezca.

Primera conclusión: No existe razón válida para decretar la nulidad pedida por el impugnante y en ese entendido debemos convalidar la decisión adoptada en la instancia.

(ii) Igual suerte debe seguir la extraña alusión que hace el togado en torno de la existencia de cosa juzgada en el presente evento, debido a la condena que ya se profirió por los mismos hechos en contra de quien fue procesada por la conducta punible de Peculado por apropiación. 

Cabe decir que tal como está cimentada la responsabilidad en materia penal en nuestro ordenamiento jurídico
, solamente se puede pregonar en el caso de los particulares por acciones positivas, mientras que en el caso de los servidores públicos también se edifican por la omisión en el cumplimiento de sus funciones o aun por extralimitación en su ejercicio. 

En el presente evento, es evidente que la censura que se hace en contra del señor TORRES GÓMEZ se enmarca en una conducta omisiva precisamente mientras desempeñaba el cargo público de Tesorero del Municipio de Apía (Rda.), de suerte que su esfera de responsabilidad era específica como garante de las finanzas del ente territorial, muy diferente de quien ahora figura como  condenada, cuyo reproche consistió en realizar la acción de apropiarse de los dineros que los contribuyentes le entregaban con la creencia de que  realmente iban a ingresar a la Administración Municipal.

Debe recordarse entonces, que la responsabilidad penal es también personalísima y por tanto, el hecho de haberse proferido una sentencia condenatoria no puede significar que automáticamente se exonere a otras personas que también pueden haber intervenido activa o pasivamente en la estructuración de los ilícitos investigados, que es precisamente lo que aquí acontece, en tanto, se edifican los cargos bajo la hipótesis consistente en que en caso de haber existido un dispositivo efectivo de control sobre las actividades surtidas en la recolección de dinero en el matadero municipal el delito de Peculado por apropiación no se habría llegado a cometer o bien, se hubiera detectado en tiempo oportuno con las consecuentes acciones legales pertinentes en contra de quien así procedió. Infortunadamente ello no aconteció así y solamente mediante la intervención de la Contraloría Departamental se vino a detectar la indebida apropiación de esos dineros públicos.

De aceptarse la propuesta formulada por el abogado defensor, se estaría borrando de un solo plumazo lo que tanto esfuerzo ha deparado a la disciplina penal al considerar la posibilidad de que en relación con una o varios comportamientos desviados intervengan pluralidad de sujetos activos, lo que en la dogmática que orienta la materia se conoce como concurso de personas en la conducta punible. 

Tenemos entonces que no se ha hecho cosa diferente a procesar en investigaciones separadas a dos personas que responden desde diferentes ámbitos por los hechos denunciados y en esas condiciones, no puede válidamente sostenerse que estamos ante el fenómeno de la cosa juzgada, que como se sabe, propende por la seguridad jurídica de quien ha sido sometido al aparato represor del Estado, en tanto a ese mismo individuo no se le podrá someter a más de una investigación penal por los mismos hechos.

De manera adicional ha traído a colación el letrado, que aquí no se puede continuar la investigación penal por presentarse la figura de la indemnización integral, alusión que probablemente encuentre explicación en la errónea creencia que al parecer tiene el abogado sobre el nomen juris de la conducta por la cual se procesa a su cliente. Se dice así, porque no puede pasar inadvertido que ha consignado al sustentar el recurso, que estamos frente a un hurto continuado, delito que como se sabe atenta contra el patrimonio económico y como tal, es susceptible de que se extinga por la reparación integral.

Sin embargo eso no es lo que aquí acontece, porque la conducta punible que aquí nos concierne, en tanto vulnera los bienes del conglomerado social, cuya custodia se confió a la Administración Municipal de Apía (Rda.) atenta contra el bien jurídico de la Administración Pública y debe ser denominado con la especificidad que le dio el legislador, es decir, como Peculado culposo, máxime que hasta donde se sabe, a su procurado no se le acusa de haberse apropiado de dinero alguno.

También hace alusión el profesional del derecho a que luego de las condenas de índole económico proferidas en contra de la señora KHATIA LILIAN HINCAPIÉ MUÑETON ningún detrimento subsiste para la Alcaldía Municipal de Apía (Rda.), planteamiento que no se puede aceptar, porque de todas maneras en caso de comprobarse que no se ejerció la vigilancia debida sobre sus subalternos por parte del hoy procesado, es conducta que contribuyó al apropiamiento indebido de dineros y por ende, situación que afecta la forma como la ciudadanía en general percibe al gobierno municipal y genera desconfianza sobre el destino final que los bienes que se le entregan van a tener, con la posibilidad real de menguar el recaudo normal de tributos y poner en entredicho la misma funcionabilidad de la administración.

Segunda conclusión: Por manera alguna puede aceptarse que se da una situación de cosa juzgada y por tanto, tampoco se puede acceder en este punto al pedimento del recurrente.

(iii) De la misma forma en que se analizó el punto de la no vinculación previa de la Administración al presente trámite, el hecho de no haberse puesto en conocimiento de los sujetos procesales el contenido del dictamen realizado por personal del C.T.I., es situación que se remedió oportunamente al disponerse que se corriera el respectivo traslado, para que se formularan las objeciones que se tuvieran a bien proponer. Esa forma de proceder, encuentra sustento en los artículos 254 y 255 del Código de Procedimiento Penal en tanto posibilitan que los sujetos procesales exijan las explicaciones pertinentes o se opongan en un todo a sus conclusiones, oportunidad que como bien lo destaca el señor juez a quo se prolonga hasta antes de que concluya la audiencia pública que se debe realizar.

Tercera conclusión: Tampoco prospera la solicitud de nulidad en lo que atañe a la falta de traslado del aludido dictamen, porque es circunstancia que ha sido superada.

En síntesis de lo analizado, se impone la convalidación de la determinación adoptada en la primera instancia.   

6.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), objeto de alzada. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

       LEONEL ROGELES MORENO
      Magistrado


 


   Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN



  WILSON FREDY LÓPEZ
      
      Magistrado 





    Secretario 
� Cfr. fl. 248 Cuaderno No. 1.


� Cfr. fl. 252 Cuaderno No. 1.


� Cfr. Sentencia de segunda instancia del 31-10-2008, Rad. 660016000036-2006-03329-01, M.P. Castaño Duque.               


� Cfr. Sentencia de casación del 22-08-2002, Rad 15629, M.P. Dr. Edgar Lombana Trujillo.


� ARTICULO 186. LEGITIMIDAD Y OPORTUNIDAD PARA INTERPONERLOS.  Salvo los casos en que la impugnación deba hacerse en estrados, los recursos ordinarios podrán interponerse por quien tenga interés jurídico, desde la fecha en que se haya proferido la providencia, hasta cuando hayan transcurrido tres (3) días, contados a partir de la última notificación. 


En los procesos por delitos contra la Administración Pública el denunciante podrá impugnar, por sí o por intermedio de apoderado, las decisiones de preclusión de investigación, cesación de procedimiento y sentencia absolutoria. Para el efecto se le notificará tales decisiones. 


� Constitución Política Art. 6º- Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones.
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